
La Corte de Apelaciones de
Santiago estaba a la espera hace
meses. Su Pleno no había toma-
do una decisión respecto del mi-
nistro Antonio Ulloa, porque su
nombre podía aparecer mencio-
nado en las indagatorias que di-
rige la Comisión de Ética del
máximo tribunal, a raíz de los
casos de los supremos —Ángela
Vivanco, Mario Carroza, Jean
Pierre Matus y María Teresa Le-
telier— que esta instancia esta-
ba pesquisando por chats, ya
fueran con el penalista Luis
Hermosilla, imputado en el caso
Audio, o con el exjuez Juan An-
tonio Poblete, formalizado en el
caso Topógrafo. Todos, relacio-
nados con procesos de nombra-
mientos en los que interviene el
Poder Judicial.

Esta semana, la Corte Supre-
ma, en su ánimo por “ordenar la
casa”, además de abrir un cua-
derno de remoción a la ministra
Vivanco e instar por acelerar los
procesos de investigación de la
Comisión de Ética,
d ispuso apurar
también la deci-
sión respecto de
Ulloa y resolvió or-
denar al Pleno de la
Corte de Santiago
zanjar su situación.
Hubo entre los su-
premos algunos que se inclina-
ron por abrir de inmediato un
sumario al juez, pero finalmente
esa idea no prosperó. La mayo-
ría prefería que sus mismos pa-
res en el tribunal de alzada de-
terminaran el camino a seguir.

“Si la Corte Suprema lo
mandó y estima que debe co-
nocerlo la Corte de Apelacio-

nes de Santiago, está bien”, di-
jo el ministro Ulloa a “El Mer-
curio”, tras conocer sobre la
determinación.

El mismo magistrado reco-
noció a Ciper a comienzos de
año las comunicaciones que
mantuvo con Hermosilla. Afir-

mó, entre otras co-
sas, que le pidió
ayuda al penalista
para su nomina-
ción como minis-
tro y que ello re-
sultó. Quienes co-
nocen al juez sos-
tienen que no eran

amigos, pero le tenía estima al
abogado por su disposición a
recomendarlo para el cargo.

Ulloa ya declaró voluntaria-
mente —ya que no es obligato-
rio— ante la Comisión de Ética. 

Ahora, el juez nunca ha des-
conocido que es amigo del no-
tario Francisco Leiva —res-
pecto de quien hay un suma-

rio, dispuesto por el tribunal
de alzada— y del abogado
Mario Vargas, dice su círculo
cercano.

Ayer CNN dio a conocer un
fallo en que Vargas era uno de
los litigantes, en que el ministro
no se inhabilitó y participó en la
dictación del fallo de esa causa.
Desde el entorno de Ulloa, se
sostiene que la inhabilidad, en
su opinión, procede respecto de
la parte y no del abogado que la
representa. 

Al respecto, mediante un co-
municado, Vargas expresó que
a los ministros no les afecta
“ninguna causal de inhabilidad
(en estos casos), toda vez que,
con independencia de la rela-
ción de cercanía y amistad que
pueda tener con alguno, el le-
gislador ha descrito todas las
incompatibilidades que pue-
den afectar a un juez (...), no
existiendo en estos casos impe-
dimento legal”. 

Se busca apurar resolución sobre su situación

Decisión de Pleno de “ordenar la
casa” llega a Corte de Santiago:
deberá zanjar caso de juez Ulloa 

En marzo se conocieron sus chats con Luis Hermosilla y hasta
ahora no hay un pronunciamiento, pues se estaba a la espera
de lo que determinara la Comisión de Ética.

CINTHYA CARVAJAL 

El propio magistrado reconoció comunicaciones y ayuda de Luis Her-
mosilla en su designación. Ayer dijo a este medio que le parecía que estaba
bien lo resuelto por la Suprema. 

DECLARACIÓN
El magistrado declaró
de forma voluntaria
ante la Comisión de
Ética de la Suprema. 

En el marco de los cuestiona-
mientos al Colegio de Aboga-
dos por cómo ha enfrentado el
desarrollo del caso Audio, por
ejemplo, suspendiendo el pro-
ceso ético contra Luis Hermosi-
lla, el presidente del gremio,
Pedro Pablo Vergara, señaló
que el reglamento del organis-
mo indica que cuando hay una
causa penal y una causa ética-
respecto de un mismo hecho se
debe terminar la primera para
avanzar a la segunda.

También planteó que existen
dudas sobre la legalidad del au-
dio de la reunión entre el pena-
lista, la también abogada Leo-
narda Villalobos y el empresa-
rio Daniel Sauer, de junio de
2023 y que dio origen al caso.

“Es bien discutible el carácter
lícito de esa prueba”, dijo en T13
Radio, la mañana de ayer. 

Y agregó: “No digo que sea
ilícito. Puede ser considerada
prueba ilícita porque es delito
grabar una conversación en lu-
gar privado, sin el consenti-
miento de los que
ahí intervienen”. 

“La d iscus ión
está en que es deli-
to, sin lugar a du-
das, cuando un ter-
c e r o g r a b a u n a
conversación pri-
vada de dos perso-
nas, y se dice que no es lícito
cuando uno de los que participa
en la conversación la difunde,
porque finalmente es, más o
menos, lo mismo que ser indis-
creto”, sostuvo.

El profesor de la Escuela de
Gobierno UC Mauricio Duce di-

ce no estar de acuerdo con lo
planteado por Vergara, afir-
mando que “si uno de los que
está en la reunión la graba aun
sin consentimiento y luego la
difunde, eso es una indiscre-
ción, él mismo lo señaló. Pero
luego dice que habría secreto
profesional, sí, pero este, él mis-
mo agregó, no cubre situacio-
nes de comisión de delito”.

Agrega que aun-
que es cierto, como
una posibi l idad,
q u e l a d e f e n s a
“plantee más ade-
lante algún debate
sobre la legalidad
de la grabación, a la
luz de la doctrina y

la jurisprudencia nacional, la
chance de obtener esa nulidad
es más baja que la de que esa
prueba pueda ser utilizable”.

Quien sí coincidió con el pre-
sidente del gremio fue el ex fis-
cal jefe de La Serena Marcelo
Sanfeliú. A su juicio, se dan los

requisitos del artículo 161 letra
A del Código Penal, que “san-
ciona la grabación o captación
de documentos, imágenes, au-
dios, de carácter privado, en
ciertos lugares que no son de li-
bre acceso al público. Aquí es
una oficina cerrada, en que no
cualquier persona podía entrar,
y esa conversación fue grabada
sin la autorización de aquellos
que estaban interviniendo”. 

En este sentido, estima, el re-
gistro se consiguió “con infrac-
ción a las garantías fundamen-
tales, en particular, garantías
que están en la Constitución,
como el derecho a la privacidad,
a la vida privada y a la comuni-
cación privada”. 

Al ser obtenido de esa forma,
agrega, “de acuerdo con las nor-
mas procesales penales chile-
nas, en particular el artículo 276
del Código Procesal Penal, creo
que es posible que sea excluida
y, por tanto, no valorada en su
minuto como prueba”. 

Presidente del gremio planteó ayer esta eventualidad:

Abogados se dividen ante
posible ilicitud como prueba de
audio de reunión de Hermosilla 

Mientras algunos creen que sería delito el registro y difusión de
la conversación, otros concluyen que al haber sido hecho por
un participante de la misma, solo sería indiscreción.

O. RODRÍGUEZ

Luis Hermosilla y Leonarda Villalobos están en prisión preventiva desde
el 24 de agosto. Daniel Sauer, en tanto, desde abril.

REGISTRO
Leonarda Villalobos fue
quien grabó la reunión
con Luis Hermosilla y

Daniel Sauer.

Pasado el mediodía de ayer,
un equipo del OS7 de Carabine-
ros llegó hasta el domicilio de la
ministra de la Corte Suprema
Ángela Vivanco, en la comuna
de Las Condes, para incautar su
teléfono y aparatos electrónicos
en el marco de una de las aristas
del caso Audio, que apunta al
vínculo del abogado Luis Her-
mosilla con jueces y el eventual
delito de tráfico de influencias,
negociación incompatible y co-
hecho. Esa es la línea de investi-
gación que, desde hace dos se-
manas, pesquisa la fiscal regio-
nal de Los Lagos Carmen Gloria
Wittwer. 

La diligencia se concretó lue-
go de que la defensa de Vivan-
co, encabezada por los aboga-
dos Juan Carlos Manríquez y
Cristóbal Osorio, le plantearan
al Ministerio Público “que lo
procedente era entregar el telé-
fono, el computador, dispositi-
vos móviles y de almacena-
miento de información y de da-
tos, que pudieran ser relevantes
para la investigación, tras una
coordinación con la fiscal”, dijo
Manríquez. 

Esperan —agregó— “escla-
recer todos los aspectos vincu-
lados con esta investigación,
‘jugar con cartas abiertas’ y, por
cierto, pedir de la misma mane-
ra que se avance sin prejuicios,
sin prejuzgamientos, en el mar-
co de un proceso leal, honesto,
debido y racional”. 

n “Muy probables” citacio-
nes a asistentes a cena en
casa de la magistrada

Anoche, la persecutora de
Los Lagos confirmó la incauta-
ción, mediante un video difun-
dido por el Ministerio Público,
y en CNN Chile respondió,
además, algunas preguntas.
Una de ellas es si citaría a decla-
rar a los asistentes a una cena en
la casa de la magistrada, en la
que participó el fiscal regional
de Aysén Carlos Palma, a quien
también investiga por el inter-
cambio de chats con Gonzalo
Migueles, pareja de la jueza, en
el marco del último concurso
para fiscal nacional. “Es muy
probable que sea así”, contestó
Wittwer. 

Junto con Palma entre los co-
mensales también estaba el ex-
fiscal Manuel Guerra —respec-
to de quien se abrió igualmente
una causa derivada del caso
Audio— y algunos integrantes
de la Corte Suprema. 

Sobre la entrega que el perse-

cutor de Aysén habría hecho de
un teléfono “reseteado”, según
publica Ciper, la investigadora
sostuvo: “Solo puedo señalar
que a raíz de esa situación de la
incautación del celular de los
imputados (...) he tenido que
sumar nuevas diligencias para
obtener, en definitiva, la infor-
mación que nosotros necesita-
mos”. 

n Nuevas pesquisas vs.
derechos de la ministra

La fiscal también comentó
que ya solicitó información a la
Corte Suprema, que hoy trami-
ta un proceso de remoción con-
tra la ministra Vivanco, y a otras

instituciones públicas. Quienes
conocen el trabajo del Ministe-
rio Público no descartan, ade-
más, la ampliación de las pes-
quisas a otros jueces, como tes-
tigos o hasta imputados. 

En el marco de todas esas dili-
gencias que se pueden desple-
gar, Manríquez y Osorio inicia-
ron una serie de acciones para
que se avance en las pesquisas,
pero sin afectar los derechos de
Vivanco. Así, por una parte, de-
cidieron colaborar en sede pe-
nal, pero, por otra, se opusieron
a requerimientos que calificaron
como inconstitucionales. Por
ejemplo, al realizado por la Cor-
te Suprema, que pidió a la Fisca-

lía Nacional copia de los chats
que involucran a la jueza.

Por medio de un e-mail, al que
accedió “El Mercurio”, la defen-
sa de Vivanco le pide al jefe del
Ministerio Público, Ángel Va-
lencia, que no acceda a la solici-
tud del máximo tribunal. 

“Nos venimos a oponer a la
solicitud efectuada por el (...)
Pleno de la Corte Suprema para
acceder a las conversaciones
privadas de la ministra Vivanco
con Luis Hermosilla Osorio u
otras, procediéndose a denegar
la entrega de datos e informa-
ción personal que es parte de
una investigación penal, sujeta
a secreto legal para terceros, pa-

ra ser agregada a una indaga-
ción administrativa, sin fuente
legal expresa que lo autorice,
conforme a los artículos 19.2 y
19.3 de la Constitución”, con-
signa el correo.

n Proceso de remoción no
posibilita diligencias, según
defensa

En otra parte del escrito, ade-
más, se explica por qué los jue-
ces que tramitan el proceso de
remoción de Vivanco no cuen-
tan con las facultades que sí hay
en otras acciones disciplinarias:
“El procedimiento de remoción
conforme a norma Constitucio-
nal y normas dictadas por el pro-
pio Pleno no tiene facultad para
efectuar diligencias. Así, la re-
moción se regula en la misma
Acta 108-2020 en los artículos
38 y siguientes, sin otorgar di-
cha competencia. De este modo,
no es posible extrapolar faculta-
des y medidas de un procedi-

miento disciplinario a uno de re-
moción, sin infringir el principio
de legalidad del artículo 6° y 7°
de la Constitución”.

“En nuestro país, por manda-
to de la Constitución Política, la
remoción de los jueces opera so-
lo por ausencia de ‘buen com-
portamiento’ y se denomina en
doctrina como la ‘responsabili-
dad ministerial’ de los magistra-
dos”, se advierte.

n Advertencia a Ministerio
Público por su mensajería

El abogado Manríquez y su
par Osorio citan los derechos
constitucionales de Vivanco en
relación con sus comunicacio-
nes. “No hay fuente legal que
permita desoír la Constitución
en el presente caso (...). El hogar
solo puede allanarse y las comu-
nicaciones y documentos priva-
dos interceptarse, abrirse o re-
gistrarse en los casos y formas
determinados por la ley, no
existiendo fuente legal que au-
torice al Pleno para hacer dicha
solicitud”, dicen.

Añaden que “entregar infor-
mación tratada sin fuente legal
y sin consentimiento da origen
a responsabilidad patrimonial,
administrativa y penal”. “De es-
te modo, la Fiscalía Nacional co-
mo órgano encargado de la cus-
todia de dicha base de datos pa-
ra poder ‘tratar los chats Her-
mosi l la ’ , requiere para su
entrega a terceros una fuente le-
gal que lo autorice o consenti-
miento, ambas materias que no
existen en autos (el proceso)”,
plantean. 

“Su incumplimiento obligará
a la eliminación inmediata de di-
cha información por parte del
responsable de la base de datos y
dará lugar a la indemnización de
perjuicios que corresponda”,
puntualizan.

Defensa pidió al fiscal nacional que no envié esas comunicaciones a proceso de remoción

Inconstitucional: Vivanco se opone a
que sus chats se entreguen a la corte,
pero facilita teléfono en causa penal 

L. CRUZAT Y M. VEGA

También un computador fue incautado ayer, desde su domicilio, por el OS7 de Carabineros. El abogado Juan
Carlos Manríquez dijo que buscan que se aclaren los hechos a la brevedad. 

Un computador y un celular incautó ayer el OS7 de Carabineros en la casa de la ministra Ángela Vivanco, en la
comuna de Las Condes, tras una coordinación con la indagada y su defensa. 

La ministra Ángela Vivanco pidió
hacer entrega de sus aparatos elec-
trónicos a la fiscalía. 
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